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Preámbulo

Para la elaboración del presente informe ejecutivo se realizaron una serie de acciones durante el año 2008, dirigidas a la organización y a la recopilación de datos del período en revisión - 2003 al 2007 - las cuales estuvieron a cargo de instituciones miembros de la Coordinadora  de organizaciones sociales para la defensa de los derechos de la niñez y adolescencia- COSECODENI.
Las diferentes actividades del proceso de elaboración del Informe Alternativo estuvieron a cargo de un equipo coordinador, conformado por Organizaciones miembros representantes de COSECODENI: Alianza por tus Derechos, Visión Mundial Costa Rica y Defensa de Niñas y Niños Internacional- DNI-Costa Rica.  

Par llevar a cabo esta labor de revisión e investigación del Informe Alternativo del cumplimiento de la Convención de los Derechos de los niños, niñas y adolescentes, COSECODENI se dio a la tarea de distribuir el trabajo entre las Organizaciones miembros por capítulos especializados de acuerdo a temáticas específicas. 
Para cada uno de los temas o capítulos,  las Organizaciones de COSECODENI se basaron en el desarrollo de los siguientes aspectos: Antecedentes Históricos, Recomendaciones del Comité, Balance de cumplimiento en el periodo (Información diagnóstica, Programas de Gobierno y Políticas Públicas), La Voz de los Niños/as y adolescentes, Análisis de causas y consecuencias, Conclusiones y Recomendaciones y la Bibliografía consultada.

Posterior a esta acción, el equipo coordinador de COSECODENI y las instancias patrocinadoras del proyecto decidieron realizar un proceso de revisión y validación para obtener un documento más consensuado por otras organizaciones que trabajan en el tema de niñez y adolescencia y por las personas menores de edad. 

De esta manera durante dos meses se realizaron cinco sesiones de trabajo para la validación los capítulos desarrollados, dos de ellas correspondieron a validar la información ante organismos no gubernamentales de atención y defensa de Niñez y Adolescencia agrupadas en UNIPRIN; dos sesiones para validar la información con personas menores de edad de una zona rural y una zona urbano-marginal y una última sesión para conocer el informe a presentar por parte del Estado y analizar y discutir en conjunto con representantes de Instituciones gubernamentales la situación del cumplimiento de los derechos de la Niñez y adolescencia.  
Durante estas actividades se contó con la participación de miembros de la Unión de Instituciones privadas de atención en Niñez -UNIPRIN, Organizaciones miembros de COSECODENI, el Programa Interdisciplinario de Estudios y Acción Social de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia de la Universidad de Costa Rica –PRIDENA, Asociación Demográfica Costarricense, Fondo de Población de Naciones Unidas y el Área de Niñez de la Defensoría de los Habitantes.
Posteriormente se solicitó a un equipo de Consultoras la realización del presente Resumen Ejecutivo cuyo contenido rescata los aspectos considerados e investigados por COSECODENI  a través de las instituciones participantes del proceso.  Por tanto, las Consultoras rescataron los aspectos más relevantes para brindar un panorama general sobre el avance en el cumplimiento de la Convención de los Derechos de los Niño y Niña en Costa Rica, así como los vacíos o limitaciones  que se han encontrado en el período en cuestión.
Con el fin de rescatar toda la información que se obtuvo durante la investigación realizada por las ONGs integrantes de COSECODENI, se adjuntan los capítulos completos como anexos a este informe,  de esa manera se podrá tener la oportunidad de consultar y ampliar los temas desarrollados.
El papel de las Ongs en el Monitoreo de los Derechos Humanos de los Niños, Niñas y Adolescentes

La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, sus protocolos facultativos representan el marco filosófico, político, jurídico y social de trabajo de COSECODENI. Además de ser el instrumento internacional de derechos humanos mas ratificado en el mundo, es el primer instrumento que da un rol claro a los actores sociales en el monitoreo del cumplimiento de los derechos humanos.

En su artículo 45 establece: Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de estimular la cooperación internacional en la esfera regulada por la Convención: 
a) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en el ámbito de su mandato. El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes que considere apropiados a que proporcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación de la Convención en los sectores que son de incumbencia de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas a que presenten informes sobre la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en el ámbito de sus actividades; 

b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes, los informes de los Estados Partes que contengan una solicitud de asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se indique esa necesidad, junto con las observaciones y sugerencias del Comité, si las hubiere, acerca de esas solicitudes o indicaciones; 

c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida al Secretario General que efectúe, en su nombre, estudios sobre cuestiones concretas relativas a los derechos del niño; 

d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones generales basadas en la información recibida en virtud de los artículos 44 y 45 de la presente Convención. Dichas sugerencias y recomendaciones generales deberán transmitirse a los Estados Partes interesados y notificarse a la Asamblea General, junto con los comentarios, si los hubiere, de los Estados Partes.

En ese sentido COSECODENI como plataforma  de ONGs tiene como una de sus estrategias centrales el monitoreo del cumplimiento de la Convención por parte del Estado Costarricense. Para ellos ha realizado tres informes al Comité de Derechos del Niño en Ginebra, y realizado otras acciones de vigilancia en el país. 

I Parte. Marco Político y Legal de la Niñez y la Adolescencia en Costa Rica
Desde la constitución política de Costa Rica hasta la ratificación de la Convención de los Derechos del Niño y Niña, se han venido sumando una serie de leyes dirigidas al pleno cumplimiento de los derechos humanos de las personas menores de edad.

Por tanto, existe un amplio marco jurídico en Costa Rica el cual ha hecho eco a la normativa internacional en materia de derechos humanos, sin embargo estos avances en materia de jurisprudencia han sido insuficientes para garantizar el respeto y garantía plena de los derechos humanos de las personas menores de edad.
De esta manera el reconocimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes como derechos humanos implica dar un paso más hacia la práctica y cumplimiento de la legislación nacional y al ejercicio de las acciones traducidas en el reconocimiento de las personas menores de edad como sujetos de derechos, implica dar un paso del paradigma de la situación irregular aún vigente en muchos planos al paradigma basado en el enfoque de derechos.  
Durante el período 2003-2007 se reconocen avances importantes  en materia de Derechos Humanos de la Niñez y Adolescencia,  en algunos aspectos relacionados con la creación de leyes que permitan el cumplimiento y respecto de los Derechos de las personas menores de edad en diferentes planos como Maltrato Infantil y Explotación sexual comercial o de la creación de un centro para niños, niñas y adolescentes con problemas de adicción. 
Sin embargo, ha existido en los últimos años de este período de revisión un descenso en el accionar de la puesta en marcha de políticas públicas y la inversión social cada vez se ha visto reducida afectando en gran medida este sector. Tendencia que no solo se ha sentido en Costa Rica sino en la región de Centroamérica, reflejada en un retroceso en los avances del cumplimiento de los derechos humanos de esta población, privando políticas económicas de corte neoliberal y medidas de seguridad ciudadana de corte represivas. 
Por otro lado, la Inversión Social como promotora de equidad, bienestar y movilidad social exige colocar los derechos de los niños, niñas y adolescentes en el centro de las políticas públicas y sobre todo, de los presupuestos públicos, colocándolo en un lugar de prioridad. 
Durante este período se ha denotado una disminución de la inversión social brindando mayor prioridad a otros intereses políticos y que encabezan las agendas de gobierno que no incorporan en sus enfoques las necesidades y atenciones que requieren las personas menores de edad.

Es necesario que las buenas prácticas de gestión institucional  se enmarquen en miras de asegurar que las inversiones sociales tengan impactos positivos en la vida de las personas menores de edad, lo que incluye una transparencia en la rendición de cuentas, procesos ejecutivos y legislativos participativos, designación de los presupuestos, una planificación estratégica basada en resultados y vigilancia ciudadana de las políticas públicas y la inversión social.

Con el fin de revisar y señalar los alcances y limitaciones de este período, se intenta realizar el recorrido por diferentes ejes temáticos que incluyen los derechos resguardados en la convención de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

1. Derechos Económicos, Sociales y Culturales   

Introducción 

La Convención de los Derechos del Niño incluye tanto Derechos Civiles y Políticos (DCP) como Derechos Económicos sociales y Culturales (DESC).

Los DESC se encuentran a la vez definidos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales como en otros instrumentos internacionales.4 Por ejemplo, el derecho a la salud, el derecho a la educación, y el derecho a una alimentación adecuada son derechos que se les reconocen a cada individuo desde el momento en que su país ratifica el Pacto, convirtiéndose así en Estado Parte del Pacto.

Los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) no limitan ni participan del poder, sino que se representan como demandas o exigencias a las que se debe someter la autoridad en la orientación y el contenido de las acciones de Gobierno. Son derechos que responden a los valores de la igualdad y la solidaridad. 
   
En el plano de los derechos económicos, sociales y culturales se encuentran algunos aspectos que merecen revisión para una mejor aplicación y cumplimiento de las leyes relacionadas. 

1.1. Castigo Físico

Se reconoce como un avance la aprobación de la ley 8654 llamada “Derechos de los niños, niñas y adolescentes a la disciplina sin castigo físico ni trato humillante”, la cual pretende la abolición del castigo físico contra niños, niñas y adolescentes, y es considerada como un instrumento que desautoriza el uso del castigo corporal y el trato humillante hacia personas menores de edad, ya sea por parte de la madre, el padre, o los responsables de la guarda y crianza, así como de los encargados y el personal de los centros educativos, de salud, de cuido, penales juveniles o de cualquier otra índole.
Esta ley obliga al Estado, principalmente a través del Patronato Nacional de la Infancia (PANI), a promover programas y proyectos formativos para el ejercicio de una autoridad parental respetuosa de la integridad física y la dignidad de las personas menores de edad. Sin embargo, dentro de la ley no se especifican claramente los distintos tipos de castigo corporal o tratos humillantes, constituyéndose en una debilidad importante, ni tampoco establece sanciones contra las personas infractoras.

Existen otros instrumentos jurídicos de protección contra el maltrato y violencia   como la Ley contra la Violencia Doméstica (1996): Esta Ley regula que sean aplicadas las medidas de protección necesarias para garantizar la vida, la integridad y la dignidad de las personas víctimas de violencia doméstica, incluyendo a niños y niñas. Sin embargo, no tipifica la violencia doméstica como un delito ni contiene sanciones. Otra ley relacionada con la temática es el reglamento de la Carrera Docente (1972) y Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes (2004), dentro de estos reglamentos se sanciona que los docentes impongan a las personas menores de edad, castigos físicos o sanciones que afecten su integridad física, o ejercer otro tipo de violencia como la discriminación
.   

Sin embargo, falta difundir la información de estos reglamentos a la comunidad educativa, en especial a estudiantes y padres y madres, por lo que esto limita su aplicación y cumplimiento. El otro instrumento es el Reglamento para los Comités de Estudio de Niño, Niña y Adolescente Agredido/a, el cual establece que el Ministerio de Salud debe promover la no violencia, así como vigilar la atención integral de salud con enfoque de derechos de las personas menores de edad, en especial aquellas que se encuentran en condiciones riesgosas de abuso y maltrato. Por su parte, el Ministerio de Educación debe registrar los casos de violencia hacia niños, niñas y adolescentes que hayan sido detectados y referir a las instituciones responsables para su seguimiento
. 
1.2. Recreación Cultura y Arte
Con respecto al derecho a la recreación, cultura y arte existen leyes que reconocen estos derechos que son fundamentales para el desarrollo integral, como la Ley General de la Persona Joven (2002) y La Ley de creación del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación y del  Régimen  Jurídico  de  la  Educación  Física,  el  Deporte  y  la  Recreación (1998): instancia que promueve, apoya y estimula la práctica individual y colectiva del deporte y la recreación dirigidas a todos los niños y niñas. En Costa Rica, el Ministerio de Cultura y Juventud y el Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación, son las instituciones encargadas de la promoción de estos derechos, y en los últimos años ha realizado ciertas acciones con el fin de promover una mejor calidad de vida en la niñez y adolescencia del país. No obstante, todavía no se ha logrado que muchas de las iniciativas de promoción cultural tengan una cobertura nacional y muchas de las comunidades, y por ende, de las personas menores de edad de diferentes lugares del país, no cuentan con la cantidad necesaria de espacios y actividades recreativas, deportivas, artísticas y culturales para su desarrollo integral y el cumplimiento real de sus derechos. 

1.3. Población indígena

Una de las poblaciones que requiere de mayor atención es la Población indígena. Existen 24 territorios indígenas legalmente establecidos en el país. Las y los indígenas representan un 1,7% del total de la población nacional, con un total de 63.876 indígenas de los cuales un 42% reside en los territorios indígenas y un 30% reside en la periferia de los territorios.
. Corresponden un 47,6% (15.043) a personas menores de 17 años, (36% menores de 12 años y 11,6% personas entre los 12 y 17 años) dentro de este grupo etario el 51,5% son de sexo masculino. Al igual que en muchos campos, Costa Rica ha adoptado instrumentos del derecho internacional y ha desarrollado legislación propia dirigida a promover el desarrollo de esta población: Convenio No.169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales: en vigencia desde 1992, La Ley Indígena No.6172 y La Ley No.5251, de gran importancia porque crea la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI), instancia de gobierno a cargo de atender la problemática indígena, sin embargo dentro de esta instancia la participación propia de la población indígena se ha visto limitada. Pese a estos instrumentos, se encuentra que la población indígena sigue sufriendo de condiciones adversas que se traducen en explotación laboral, expropiación de tierras, no toman en cuenta la pluriculturalidad en el sistema educativo, entre otros; afectando a muchos niños, niñas y adolescentes, condiciones que se analizaran y retomaran más adelante. 
1.4.  Población migrante
Por su parte la población migrante considerada como otra de las poblaciones de grupos minoritarios en el país de alta vulnerabilidad.  En Costa Rica para el año 2000 un total de 296.461 personas residentes provenían del exterior, representando el 7.8% de la población total. Este grupo poblacional provenían de cuatro países principales: Nicaragua, Panamá, Estados Unidos y Colombia.
 En el país residen unos 250 mil nicaragüenses de manera permanente en situación regular. La población de personas menores de edad entre 0 y 11 años conformaba el 16% y los adolescentes de 12 y 19 años representaban un 19% para el año 1999. La Dirección de Migración y extranjería y el Ministerio de Seguridad, se han encargado de realizar acciones que han estado centradas más en enfoques de eliminación de las poblaciones en situación irregular y supervisión bajo métodos en muchos casos coercitivos. Existe una Red de organizaciones no gubernamentales para migrantes con la participación de la Defensoría de los Habitantes y desde ahí se han realizado algunas denuncias de situaciones violatorias de derechos hacia esta población. Algunas de estas situaciones violatorias de las cuales se han visto sistemáticamente afectados/as las personas migrantes son las relacionadas con acceso a servicios de salud y educación, el no registro de la identidad, recurrir a actividades laborales en condiciones de explotación, vulnerabilidad a ser víctimas de explotación sexual comercial, así como una presencia fuerte de comportamientos xenofóbicos. 
1.5. Trabajo Infantil  
Un aspecto más a considerar ubicado dentro de los derechos económicos y sociales es el Trabajo Infantil. El carácter estructural de las causas del trabajo  infantil  hace que las soluciones deban necesariamente  derivarse de un abordaje integral que incluya un enfrentamiento directo con la pobreza, los patrones culturales que promueven el trabajo infantil y las deficiencias del sistema educativo; todo dentro de un marco jurídico adecuado que garantice la sostenibilidad  y la legitimidad de las iniciativas tendientes a la eliminación del trabajo infantil y protección del trabajador  adolescente. Para enfrentar las implicaciones generadas y buscar mejores condiciones para los niños, niñas y adolescentes trabajadores en Costa Rica, el Estado ha firmado y promulgado convenios, leyes, decretos que aportan al abordaje de este fenómeno. 
Entre ellas se citan: Código de Trabajo (1943) y sus Reformas, Convenio Sobre La Edad Mínima de Admisión al Empleo (núm. 138) , Código de la Niñez y la Adolescencia, Creación del Comité Directivo Nacional de Lucha contra el Trabajo Infantil Decreto No. 25890-MTSS, posteriormente modificado por el Decreto No. 25517-MTSS, de fecha 18 de diciembre de 1998, en donde entre otros aspectos se cambia el nombre "Comité Directivo Nacional para la Prevención y Eliminación Progresiva del Trabajo Infantil y la Protección a la Persona Adolescente Trabajadora en Costa Rica", Decreto N° 27516-MTSS, del 18 de diciembre de 1998, se crea la Oficina de Atención y Erradicación del Trabajo Infantil y Protección del Trabajo Adolescente, Reglamento para la Contratación Laboral y Condiciones de Salud Ocupacional de las Personas Adolescentes 2001, ratificación del Convenio 182 sobre prohibición de las peores formas de trabajo infantil. 
Uno de los principales problemas ha sido la aplicación de esta normativa, la apropiación y articulación interinstitucional e intersectorial, así como la falta de presupuesto dedicado para el Combate al Trabajo Infantil y Protección de las personas adolescentes trabajadoras. 
Ha existido en los últimos años un lento avance en el segundo Plan Elaborado para la erradicación del Trabajo Infantil, 2005-2010, el cual, aún tiene acciones pendientes, tales como: cumplir con el objetivo de que el 100 por ciento de los menores trabajadores sean atendidos en el sistema educativo;  otro aspecto es que los datos no están actualizados. Aún hay muchos desafíos pendientes. Una de las principales causas del trabajo infantil es la pobreza, por lo que las políticas para erradicarlo deben ser enfocadas a disminuir la pobreza. Además, es necesario para su ejecución el fortalecimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la dotación de recursos económicos y  humanos para optimizar las funciones de inspección, mediación y conciliación.

Respecto a los datos estadísticos sobre la población trabajadora menor de edad, se encuentran algunos datos importantes (sin embargo muchos son escasos y desactualizados).  Cabe señalar que la última encuesta registrada apunta al 2002. La metodología utilizada según esta encuesta afecta el número total de la población trabajadora menor de edad, por tanto no es posible medir el aumento o la disminución que puede existir de una encuesta a otra encuesta.  No se tiene claridad si estas cifras han disminuido o aumentado, siendo esto un impedimento para reflexionar de forma real si las acciones y planes desarrollados por el gobierno costarricense y por las instituciones a cargo del tema, han tenido resultados favorables o desfavorables.   
1.6. Derecho a la Salud

Además, de lo establecido en la Convención de los Derechos del Niño, principalmente a través de los artículos 24 y 26, existen algunos instrumentos principales que conforman el  marco legal de esta área: La Convención Americana Sobre Derechos Humanos “Pacto de San José” (1969): Trata el concepto de derecho a la vida en el capítulo de los Derechos Civiles y Políticos. Asimismo, el Protocolo adicional de la misma Convención, en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el "Protocolo de San Salvador" (1998), trata del Derecho a la Salud en su Artículo 10, la ratificación de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes entre 15 y 24 años (2008). Por su parte el Plan Nacional de Salud concertado para el período 2002 – 2006, estaba orientado a mantener y fortalecer el sistema de salud con énfasis en los grupos prioritarios a nivel nacional  y se elaboraron principios por áreas de intervención. 
No existe documentación sobre los alcances de las mismas en términos de cantidad y porcentajes de las poblaciones beneficiarias, así como los presupuestos asignados y efectivamente ejecutado en dichas políticas y programas para el período indicado. Al igual que otras temáticas, la salud ha sido enfocada en la atención de las enfermedades más que en el aspecto de prevención que deberían responder a fenómenos crecientes en la población menor de edad como embarazo adolescente, educación en sexualidad integral desde un enfoque de derechos sexuales y reproductivos, atención prioritaria a la población migrante e indígena.
1.7. Derecho a la Educación     
Uno de los componentes a los que los diferentes gobiernos han apostado es a la educación como elemento fundamental de desarrollo.

Existe la Ley Fundamental de la Educación que data desde 1857 y establece los derechos respecto a la educación, los cuales se centran en que “todo habitante de la República tiene derecho a la educación” y que el  Estado tiene la obligación de procurar ofrecerla en la forma más amplia y adecuada. Además cita que la educación preescolar, la general básica y educación diversificada son obligatorias.

A partir del año 1997, en Costa Rica, se reforma el artículo 70 de la Ley Fundamental de la Educación, y se declara que “En la educación estatal, incluida la superior, el gasto público no será inferior al seis por ciento (6%) anual del producto interno bruto, de acuerdo con la ley, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 84 y 85 de esta Constitución. 
El Estado facilitará la prosecución de estudios superiores a quienes carezcan de recursos pecuniarios. La adjudicación de las becas y los auxilios estará a cargo del Ministerio del ramo, por medio del organismo 
en la que determine la ley.

Si bien se han realizado esfuerzos, y tradicionalmente Costa Rica ha tenido índices educativos favorables, en comparación con otros países latinoamericanos, desde los años 90, se viene presentando una crisis en el sistema educativo, y aspectos que indican la urgente necesidad de dar un salto cualitativo en este sistema. Al respecto, el V Informe del Estado de la Nación (1999) plantea:   “la cobertura se mantiene en preescolar y primaria, pero la situación en secundaria continúa siendo bastante grave, así como se había indicado en el anterior informe alternativo presentado por COSECODENI. La tasa neta de escolaridad en secundaria revela que prácticamente uno de cada dos jóvenes en edad escolar se encuentran por fuera del sistema educativo.” Situación que no ha variado en forma significativa, teniendo en cuenta los datos del Ministerio de Educación en los últimos 9 años.  La brecha entre la educación pública y la privada se incrementa, al punto de que en las universidades públicas cada vez es menor el porcentaje de alumnos que estudiaron en escuelas y colegios estatales y es mayor el de quienes estudiaron en centros educativos privados.

2. Los Derechos Civiles   
Estos derechos han sido consagrados en los ordenamientos jurídicos a través de instrumentos internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos,  El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana y la Convención sobre los Derechos del Niño. Los derechos civiles son las protecciones y privilegios de los poderes personales dados a todos los ciudadanos por la ley.

Cabe resaltar que los derechos civiles son reconocidos de manera más amplia en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, consagrando algunos específicos como el respeto a los miembros de minorías étnicas, religiosas o idiomáticas y el derecho de todo niño a adquirir su nacionalidad y a recibir protección en su condición de persona menor de edad. 

El criterio etáreo es ampliamente reconocido como un criterio ordenador de las fases del desarrollo personal y social: de acuerdo a la edad de un individuo varían tanto sus necesidades y demandas hacia el Estado, como las responsabilidades y roles en sentido inverso. La relación Estado – Sociedad varía sensiblemente de acuerdo a la edad de los distintos grupos que conforman la sociedad. 

De esta manera para cada uno de estos derechos existen leyes nacionales e internacionales que son vinculantes.

Con relación al derecho a la vida se da un mayor énfasis en las diferentes manifestaciones de la violencia que atentan contra la vida de los niños, niñas y adolescentes. Y específicamente se toma en cuenta la Ley contra la Violencia Doméstica. Ley N° 7586. en el aspecto de protección del niño/a. Existe actualmente una disyuntiva entre sociedad civil y el Estado, surgida por la Sentencia de la Sala Constitucional en que se declara inconstitucional el Decreto ejecutivo No 24029-S por el que se aprobó el Reglamento para la  Técnica de Fecundación in Vitro y Transferencia de Embriones. Establece la inconstitucionalidad del Decreto ejecutivo, ya que “tales prácticas atentan claramente contra la vida  y la dignidad humana”
. Ante esta situación un grupo organizado de representantes de padres y madres que se han aplicado la técnica en el exterior para concebir realizaron una denuncia ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
Por otro lado, los derechos a la inscripción, nombre y nacionalidad, la preservación de la identidad y la separación no forzosa, deben ampararse ante luz de situaciones que viven los niños, niñas y adolescentes migrantes o de padres y madres migrantes. El Tribunal supremo de elecciones por medio del Registro civil realiza los trámites para la inscripción de nacimientos, recuperación de nacionalidad, inscripción de expósitos o abandonados, así como de expedir la tarjeta de identidad de la persona menor de edad, esto a partir del año 2002
.

El derecho a ser escuchado, en cuanto a procesos administrativos como la adopción, trámite de salida del país así como en procesos donde se interponga una denuncia sobre la violación de algún derecho del niño, niña o adolescente así como en un proceso de separación del niño, niña o adolescente. 
Se contemplan también el derecho a la intimidad y libertad e integridad, en relación a estos se contempla la legislación pertinente a los y las adolescentes que se encuentran en conflicto con la ley. 
Con relación al derecho sobre la libertad de pensamiento, conciencia y religión no existen programas formales para brindar clases alternativas a los estudiantes que no desean recibir la clase de religión católica. 
3. Los Derechos Políticos
En nuestro país los derechos de participación política se limitan a la posibilidad de opinión de niños, niñas y adolescentes en los asuntos que le incumben y que dicha opinión sea efectivamente tomada en cuenta. Estos derechos son los relacionados con la opinión, la libertad de expresión, la libertad de Asociación y Asamblea y el Derecho de acceso a la Información. Los mismos están manifiestos en la Constitución Política, en el Código de Niñez y Adolescencia, Declaración Universal de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Además de la Política Pública de Ley general de la Persona Joven, Ley Nº 8261, que vela por el cumplimiento de los derechos de los jóvenes, con edades entre los 12 y 35 años, no existe una política o programas dirigidos a fomentar la participación de niños y niñas. Esta Ley da espacio a los adolescentes para se expresen y manifiesten sus opiniones dentro de los Comités Cantonales de la Persona Joven pero esto no se brinda para las personas menores de 12 años de edad. Datos de la Asamblea Legislativa,
 establecen que en este periodo 2003-2007 el monto girado a los comités por parte del Consejo correspondió sólo a un 18.4% del 22.5% que estipula la Ley de la Persona Joven. Actualmente existen 78 Comités Cantonales a nivel nacional.
El Ministerio de Educación Pública, por medio de su Departamento de Promoción de Derechos y Participación estudiantil creado en el año  2007, ha venido capacitando a estudiantes y docentes para fortalecer los procesos electorales estudiantiles en colegios,  donde estos ejecutan proyectos que benefician al centro educativo pero también se incentiva a que las personas menores de edad conozcan y vivan el proceso de elección de gobierno, fomentando la participación política.

En el período de estudio se mantiene en funcionamiento, la Red Nacional de Jóvenes para la Prevención de la Violencia y el Delito del Ministerio de Justicia y Gracia en coordinación con el Ministerio de Educación Pública, la cual promueve la participación ciudadana de adolescentes y jóvenes, además pretende formarlos para que ejerzan el liderazgo en la prevención de la violencia. Para el año 2003, la Red contaba con 428 jóvenes de secundaria de 128 centros educativos, en el 2004 un total de 550 jóvenes de 138 centros educativos, para el 2007 la red estaba integrada por más de 500 estudiantes provenientes de 140 colegios de 62 cantones del país.
De igual manera, para dicho período de análisis se identifica, como acciones de la ley general de Espectáculos Públicos Materiales Audiovisuales e Impresos, Ley N°7440, una política del gobierno para hacerle frente al tema del acceso a la información, presentada en el Plan Nacional de Desarrollo del 2002-2006, bajo el nombre de “protección a las personas menores de edad del acceso a contenidos que afecten negativamente su desarrollo psicosexual”
. La misma se desarrolla por medio de la acción estratégica de controlar y calificar los contenidos en los espectáculos públicos, materiales audiovisuales e impresos, privilegiando a aquellos que tengan como fundamento la promoción de los derechos y el desarrollo humano, esto por medio de la emisión de resoluciones. Sin embargo, esta solo se limita a eso, dejando de lado aspectos relevantes como el trabajo con el personal de medios de comunicación sobre el adecuado abordaje de la noticia que tenga que ver con niñez y adolescencia.

Por su parte, los medios de comunicación no abordan de una manera adecuada las noticias que tiene que ver con niños, niñas y adolescentes. En múltiples ocasiones han utilizado un lenguaje inadecuado que coloca en un lugar revictimizante y estigmatizante a esta población. Así mismo, la publicidad que circula en medios más utilizados por personas menores de edad, como es la televisión, es en muchas ocasiones reproductor de estereotipos que fomentan la exclusión social, el machismo, la violencia, el consumismo, entre otros. 
En este sentido, se evidencia que existe transmisión de información con contenido perjudicial para la niñez y adolescencia en algunos de los medios de comunicación, como lo señalan expertos del Instituto de Estudios Interdisciplinarios de la Niñez y la Adolescencia (INEINA), “cualquier noticiario lo que está informando a los menores es cómo matar, cómo hacer bajonazos, cómo ver programas violentos”. A través de una consulta realizada a niños y niñas sobre los programas de televisión más vistos, este instituto indica que estos reconocen que hay violencia en estos programas, sin embargo, los escolares aseguran que “no los vamos a dejar de ver”
.
4. Medidas Especiales de Protección 
4.1. Adopción
En nuestro país existen vigentes dos sistemas  que están disponibles para la adopción de una persona menor de edad, uno es a través de la vía del PANI y el otro es a través de la vía privada sin regulaciones estatales. Esta segunda vía internacional sin regulación corre el riesgo de ser un ingreso para bandas articuladas de trata y tráfico de niños, niñas y adolescentes.

Con la finalidad de hacer valer lo dispuesto en el artículo 21 de la Convención de Derechos del Niño, la Defensoría de los Habitantes de la República en conjunto con el Patronato Nacional de la Infancia, presentaron en su informe de labores 2007- 2008, la Acción de Inconstitucionalidad contra la jurisprudencia emanada del Tribunal de Familia de San José en materia de adopciones internacionales.

Durante inicios del año 2007, salió publicado en el diario oficial el nuevo Reglamento sobre Adopciones que se aprobara en la sesión extraordinaria 2006- 054 de la Junta Directiva del Patronato Nacional de la Infancia. Este Reglamento, tiene aspectos muy positivos en el tema de adopciones, entre ellos, es que se reduce el tiempo de espera en los procesos al fijar en dos meses como máximo para las valoraciones de los solicitantes de adopción; asimismo y en apego al marco legal se crean nuevas instancias como lo son los Consejos Regionales que vendrán a ubicar a las personas menores de edad de sus respectivas regiones con lo cual se garantiza además un adecuado seguimiento a los casos. 

Estos Consejos irán entrando en operación paulatinamente y de conformidad con la cantidad de solicitudes de adopción presentadas y el número de niños y niñas con declaratoria de adoptabilidad que existan en cada región. De momento, operan Consejos Regionales en San José y Cartago. Por su parte, el Consejo Nacional se ve fortalecido al poder desarrollar una labor de ubicación de las personas menores de edad en familias con residencia fuera del país siguiendo y ateniéndose al principio de subsidiaridad.

Los Consejos son conformados por funcionarios de la respectiva Oficina Regional del PANI, representantes de las organizaciones no gubernamentales y de los padres adoptivos.

Otro aspecto por destacar de este nuevo reglamento es que permite la separación de hermanos siempre y cuando sea en apego al sagrado principio del Interés Superior y fundamentada la decisión en aspectos psicosociolegales. 

Siguiendo la línea ordenada en el artículo 21 de la Convención de Derechos del Niño en torno al cuidado que tendrá el Estado a que en materia de adopción todas las acciones que se lleven a cabo se funden en el Interés Superior de las personas menores de edad, el ente oficial estableció solamente se ubicará niños y niñas con familias nacionales de países que hubiesen suscrito el Convenio de La Haya o al menos tengan un convenio bilateral con nuestro país en esta materia.

a) Ley 7538 “Ley de Adopciones”  Rige desde 12 de julio de 1995

b) Convención Sobre los Derechos del Niño

c) Código de Niñez y Adolescencia 

d) Reglamento Para Los Procesos de  Adopción Nacional e Internacional” rige desde el 12 de enero e 2007

Sin embargo, es cierto también que al no haber sido aún aprobada la reforma a los artículos 109 y 113 del Código de Familia, seguimos expuestos a la acción de los Tribunales de Familia que seguirán obviando la presencia del ente oficial en el proceso y validando que la adopción es una acto que deviene en lo privado y en el interés de las familias solicitantes y no en el interés superior de las personas menores de edad.

La aplicación del nuevo Reglamento de Adopciones ha permitido asentar el Principio de Subsidiaridad del Estado en la materia facilitando el aumento de las adopciones nacionales garantizando así, el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 21 de la Convención. En adelante, las adopciones internacionales llevadas a través del PANI se tramitarán tan sólo una vez sean agotadas las posibilidades en el país. 

4.2. Explotación sexual comercial hacia personas menores de edad
Cabe mencionar que los programas y políticas existentes sobre la Explotación Sexual Comercial hacia personas menores de edad se han desarrollado con especial énfasis en tres grandes áreas: Promoción y Prevención, Atención y Reformas Jurídicas. Además, dichas acciones han sido implementadas tanto por el sector público como por las organizaciones no gubernamentales.

Dentro de las acciones y medidas implementadas durante el período de análisis se encuentra el I Plan Nacional Contra la Explotación Sexual Comercial 2002- 2006, que dio sustento al trabajo de la CONACOES y que incorporó las directrices del I Congreso Mundial de Estocolmo y además se presentó dentro del marco del II Congreso Mundial efectuado en Yokohama. 

Dentro de las principales normas jurídicas aplicables en esta materia se encuentran las siguientes:

Ley 7899 del 17 de agosto de 1999 Ley Contra la Explotación Sexual de las Personas Menores de Edad: Esta ley consistió en la reforma de algunos artículos del Código Penal de forma que el articulado de la ley nacional estuviese a tono con los Tratados Internacionales sobre la materia a los cuales el país se adhirió.

Ley Nº 8590 del 30 de agosto de 2007: “Fortalecimiento de la Lucha Contra la Explotación Sexual de las Personas Menores de Edad Mediante la Reforma y Adición de varios artículos al Código Penal y al Código Procesal Penal”: Son reformados los artículos 156, 157, 159, 160, 161,162, 167, 168, 170, 171 y 173 del Código Penal referidos a violación, relaciones sexuales con personas menores de edad, abusos sexuales, corrupción y rufianería. En estos artículos se amplía el plazo de las penas y en el caso de violación se establece en 13 años la protección para las víctimas de este delito. Asimismo, esta ley establece penas de cárcel para el delito de fabricación y producción de material pornográfico incluida la reproducción. Además, otro de los aspectos a resaltar con esta reforma es que se penaliza la tenencia de material pornográfico que incluya personas de menores de edad y se fija que el plazo de la prescripción de la acción penal de los delitos sexuales corre a partir del momento en que la víctima cumple dieciocho años.

Ley 8460 del 28 de noviembre de 2005 Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles: Por medio de esta ley, se supervisa las penas impuestas por los jueces cuando la acción sancionada fue cometida por una persona menor de edad.

Decreto Ejecutivo Nº 33028 del 3 de mayo de 2006 Reglamento al Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia: Este decreto regula la conformación del Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia y establece a la Comisión Nacional Contra la Explotación Sexual Comercial como comisión permanente adscrita al Consejo.

Decreto Ejecutivo Nº 33972 MEIC-TUR del 11 de julio de 2007 Reforma al Reglamento de Empresas de Hospedaje: Mediante este Decreto, se modifica el artículo 12 inciso h) del Reglamento y se impide expresamente el desarrollo de actividades de Explotación Sexual Comercial dentro de las empresas de hospedaje.

4.3. Protección contra sustancias psicoactivas   
En este campo la situación jurídica también se muestra con suficientes instrumentos para la atención y ejecución de programas para atención a esta problemática, entre ellas se pueden resaltar, “Ley General de Salud (1973), “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado y actividades conexas” (Ley No.7786-1998), Ley Orgánica del Ministerio de Salud” que define al Instituto de Alcoholismo Fármaco dependencia IAFA como órgano responsable en relación al estudio, prevención, tratamiento y rehabilitación del alcoholismo y la farmacodependencia, así como la coordinación de todos los programas públicos y privados orientados a aquellos mismos fines.  Si bien se ha reconocido la importancia de una acción integrada y coherente entre las distintas instituciones para abarcar el fenómeno droga, la normativa vigente pareciera no atender la importancia de considerar los diferentes estadios por los cuales una persona pasa desde que entra en contacto con la droga hasta que se convierte en adicta de ella. Asimismo, la normativa vigente no toma en cuenta las etapas que una persona debe experimentar para sobrellevar exitosamente el tratamiento de rehabilitación. 

Acerca de las características del sistema de atención de la salud en Costa Rica, el Plan Nacional sobre Drogas (PND) 2005-2007 destaca que desde 1997 entró en vigencia la Ley de Reforma del Sector Salud, mediante la cual se asigna a la CCSS la función de prestar servicios asistenciales en salud. Asimismo la Ley 8204, (Art. 166), establece una autorización para que la CCSS cree centros especializados para la atención de farmacodependientes en un plazo de cuatro años. 

Sin embargo, de acuerdo con el estudio “Situación de los Centros que brindan Tratamiento para las Drogodependencias” (2004) de Julio Bejarano, la CCSS tiene limitaciones a nivel institucional las cuales han obligado a los Organismos No Gubernamentales (ONG) a llenar los vacíos. 

Durante este proceso de resolución de competencias y recursos económicos para la creación de un centro de atención a personas menores de edad con problemas de adicción, la alternativa brindada por parte del Gobierno para responder ante esta situación fue la de direccionar a los niños, niñas y adolescentes drogodependientes al Hospital Psiquiátrico. En este espacio solamente se contaba, al año 2007, con 8 camas para esta población
, por lo que la atención estuvo dirigida solo a un pequeño grupo de la población que requiere de esta atención. Así mismo, el Hospital Psiquiátrico se limitaba a realizar un proceso de desintoxicación y un tratamiento de medicación, dejando de lado las terapias psicológicas y otros procesos necesarios y especializados para la rehabilitación de las personas menores de edad con esta problemática.  Además, el espacio físico destinado para mantener a estos adolescentes con problemas de adicción era el salón de Psiquiatría de Niños/as y Adolescentes con otros problemas. 
De acuerdo con las Convenciones Internacionales de Control de Drogas de la Organización de las Naciones Unidas, el término reducción de demanda, abarca tanto la minimización del consumo como el tratamiento. Para otorgar un tratamiento eficaz éste debe estar enfocado en facilitar la abstinencia, la reducción de la frecuencia o cantidad de uso de las sustancias. Para ello, las leyes y normativa vigente deberían preocuparse por definir los lineamientos a través de los cuales dichas acciones pueden llevarse a cabo de manera coordinada entre las distintas organizaciones públicas y no públicas. 

4. 4.  Niños, niñas y adolescentes con Discapacidad   

En Costa Rica se cuenta con algunos instrumentos jurídicos que amparan a esta población, desde 1980 se cuenta con la Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías conocida como CIDD; la creación de la ley 7600 o Ley de Igualdad de Oportunidades para personas con discapacidad de 1994; el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE), quién tiene a su cargo el manejo de la formación y capacitación; así como el manejo de las políticas públicas de capacidades diferentes para todas las instituciones del Estado. 

En el año 2001, se promulgan las políticas nacionales en discapacidad por parte del CNREE y las Políticas Nacionales de Salud 2002-2006 donde quedaron definidas las áreas de intervención y sus estrategias de acción. 

Pese a que se incorpora en los presupuestos municipales un rubro para que se adecúe la infraestructura a partir del año 2000, muchas de las instituciones incluyendo gubernamentales excluyen estos aspectos, impidiendo el fácil acceso a esta población. Por su parte el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial cuenta con insuficientes recursos económicos que le permitan cumplir con las disposiciones de la ley 7600.

5. 5. Justicia Penal Juvenil   

Respecto a la materia penal juvenil, en el ámbito legal se logra ver una implementación de distintas normativas, con el fin de lograr un trato menos lesivo a la población a la que está destinada, y busca disminuir el daño que causa un proceso penal en la vida de una persona menor de edad. Desde los años de 1934, se inicia esfuerzos en este sentido, con el intento de brindar una atención especial a las personas menores de edad en materia de Justicia Penal. 

En la actualidad se cuenta ya con algunos avances en materia legal con respecto a esta materia, entre ellas la creación de la Ley de Justicia Penal Juvenil en el año de 1996, la cual implica una justicia especializada que consiste en la flexibilización y diversificación, ya que se crean tribunales especializados en la materia -con funcionarios debidamente preparados para tratar con personas menores de edad. Esta normativa contó con ciertas debilidades, como por ejemplo que los criterios de oportunidad pueden a veces utilizarse en contra de la persona menor de edad, ya que no existe un control adecuado en cuanto a su aplicación, también se dan problemas con el principio de presunción de inocencia, ya que en materia penal juvenil no es tan respetado, como es el caso de las personas menores de edad reincidentes, se suele lesionar constantemente el derecho de abstención de declarar, ya que la persona menor de edad debe aceptar los cargos  para que se le aplique la suspensión del proceso a prueba. Posteriormente, surge la necesidad de una ley que regulara la ejecución de las penas de los procesados con la Ley de Justicia Penal Juvenil, para lo cual se crea en el año 2005, la Ley de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, dirigida a la protección integral de la persona menor de edad; cuya principal característica es que busca utilizar la pena privativa de libertad como último recurso mediante la aplicación de sanciones alternativas.

El problema con esta ley es que se corre el peligro de que al aplicarse las sanciones alternativas se extienda el sistema penal juvenil, es decir que al ser una decisión del juez ejecutor de la pena  y de su discrecionalidad puede ser que aplique una sanción más perjudicial para la persona menor de edad, ya que puede darse una aplicación desproporcional de la pena con respecto a la culpabilidad del adolescente. 

Estas leyes toman como base las Reglas de Beijing, la cual consisten en un establecimiento de medidas mínimas para la aplicación de la ley penal, en materia juvenil se aplica este reglamento en cuanto se utilice la pena privativa de libertad como último recurso, con el fin de fomentar una participación de la sociedad en la aplicación de la justicia, y también impulsar en los y las personas menores de edad en conflicto con la ley su responsabilidad con la sociedad. 

II Parte. Análisis de cumplimiento de recomendaciones  

SISTEMA NACIONAL DE PROTECCION

Las instituciones públicas encargadas de la niñez y adolescencia del país continúan accionando de forma descoordinada y desarticulada a nivel nacional y mucho más a nivel local, a excepción de algunas organizaciones de tipo no gubernamental que realizan esfuerzos importantes por una coordinación más funcional, no obstante, pese a dichos esfuerzos, se manifiesta la ausencia o poca disposición de parte de algunas instituciones clave para lograr un trabajo conjunto y coordinado, por lo que esa desarticulación impide acciones efectivas por parte del Estado costarricense para proteger y garantizar los derechos de las personas menores de edad.

SISTEMA NACIONAL DE INFORMACION

Así mismo en miras al cumplimiento, dentro del periodo de estudio que comprende este informe, aún no se ha respondido la recomendación de reagrupar datos sobre situaciones de niños, niñas y adolescentes de diferentes instituciones. En la actualidad no existe en nuestro país un sistema de datos actualizados, disponibles, desagregados por tema ni mucho menos por región, condición socioeconómica, edad, género y nacionalidad sobre niñez y adolescencia. Mucha de la información existente es muy difícil de acceder y la que se consigue, la mayoría de las veces está desactualizada. Un sistema nacional de indicadores sigue estando ausente dentro del establecimiento de las políticas públicas dirigidas a esta población, pese a que hay instituciones como la Universidad de Costa Rica- PRIDENA que se encuentran realizando esfuerzos en ese sentido.

INVERSION SOCIAL HACIA LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA

Persiste el incumplimiento  por parte del Estado frente a la recomendación realizada por el Comité referente a que se deben priorizar partidas presupuestarias para que se puedan ejercer los derechos económicos, sociales y culturales de los niños, niñas y adolescentes, ya que se evidencia  un recorte en el presupuesto asignado para el sector de cultura y recreación, que ha disminuido desde 1998 y no llega a ser ni el 1% del gasto social. Además, el poco presupuesto asignado, sigue siendo utilizado principalmente para pago de recursos humanos. 

GARANTIA DE DERECHOS HUMANOS

DERECHO A LA RECREACION Y CULTURA

Dentro de esta revisión de los derechos económicos, sociales y culturales, se evidencia que el acceso a los espacios recreativos y culturales sigue siendo limitado para las personas menores de edad de zonas rurales, migrante e indígenas, debido a la concentración de la oferta en el Área Metropolitana principalmente. Sin embargo, se han realizado esfuerzos por brindar una mayor oferta a otras zonas y grupos vulnerables, siendo todavía insuficiente. La infraestructura recreativa también continúa siendo deficiente y no brinda la seguridad necesaria para el disfrute pleno de las personas menores de edad, a la vez que la infraestructura de muchos de los centros educativos del país, que no cuenta con espacios adecuados para la recreación de los y las estudiantes.

DERECHO A VIVIR SIN VIOLENCIA

Se considera relevante, en respuesta a la recomendación del Comité,  los esfuerzos realizados por parte de la Defensoría de los Habitantes, Save the Children con el apoyo de otras organizaciones, para la aprobación de la ley 8654: “Derechos de los niños, niñas y adolescentes a la disciplina sin castigo físico ni trato humillante”, sin embargo, sigue siendo necesario el trabajo a nivel sociocultural en la población nacional, para sensibilizar en la eliminación de este tipo de prácticas como formas de disciplina o educación, en las múltiples consecuencias que esto puede generar a las personas menores de edad y en brindar alternativas adecuadas para la implementación de la disciplina.  

Por otro lado, el Comité recomendó que el Estado Parte adopte medidas urgentes para prevenir de forma eficaz los malos tratos a los menores de 18 años detenidos en comisarías y otros centros de detención”. Al respecto esto se regula parcialmente en la legislación nacional relacionada con la abolición del castigo corporal a personas menores de edad, sin embargo, esto no se garantiza en la práctica cotidiana en los centros de detención, y ya se han tramitado diversas denuncias de agresiones hacia las personas menores de edad por parte de autoridades de la Policía (Ver anexo Denuncia recibida por Defensa de Niñas y Niños Internacional, DNI-Costa Rica).

DERECHO A NO SER EXPLOTADO LABORAL NI ECONOMICAMENTE

El comité enfatiza que el Estado debe realizar acciones para eliminar el trabajo infantil, en particular en las zonas rurales y al mismo tiempo promover la elaboración de programas especiales destinados a combatir el trabajo infantil. En ese sentido, se han venido desarrollando acciones articuladas tendientes a eliminar  el trabajo infantil, sin embargo, esta problemática continúa estando presente en muchas de las realidades de las personas menores de edad, en especial cuando se figura la participación de niños, niñas y adolescentes en labores domésticas tanto en sus propios hogares o en casas de terceros. Por lo anterior, es significativo seguir realizando esfuerzos  donde se ofrezcan reales alternativas para el reconocimiento de sus derechos fundamentales.
DERECHO A LA EDUCACION

En el ámbito de la Educación la situación continua siendo preocupante. La problemática del sistema educativo en Costa Rica responde a una serie de fenómenos que están influyendo entre los se destacan un modelo educativo que no responde a las necesidades educativas actuales, la desarticulación que existe entre los diferentes niveles educativos, los contenidos y métodos pedagógicos se encuentran desactualizados y funcionan mediante la transmisión bancaria de conocimientos carente de metodologías lúdicas, que incentiven la creatividad, el espíritu crítico y el placer por el aprendizaje. 
Así mismo sumado a todo esto existe un incumplimiento de compromisos financieros, el presupuesto educativo no sigue el precepto constitucional de destinar el equivalente al 6% del PIB a inversión pública en educación. Según el Informe del seguimiento del Plan de Acción de Educación Para Todos de marzo del 2006, la participación del sector educación en el PIB entre el año 2001 y 2006 no ha llegado aún a alcanzar el mandato constitucional del 6%, su nivel más alto se dio en el año 2003, con un 5.77% a partir de ese momento viene decreciendo
. Ver anexo Capítulo de Educación, cuadro N10).

Con respecto a las recomendaciones en relación al cumplimiento de programas educativos para la población indígena  bilingüe se encuentran varias carencias, ya que por un lado no existen currículos diferenciados en lenguas autóctonas, la infraestructura de las Instituciones educativas es deficiente.

DERECHO A NO SE DISCRIMINADO  Y UNA INTEGRACION SOCIAL ADECUADA

Por su parte la población migrante es otro de las poblaciones que continua siendo altamente vulnerable a sufrir violaciones sistemáticas a sus derechos. No hay datos específicos para la población menor de edad, sobre todo en el caso de la población migrante. Sumado a la poca existencia de datos y al estar desactualizados podría presentar un gran subregistro.  Además los instrumentos nacionales de recolección de información tienen una distancia cronológica muy grande (el último fue hace ocho años, Censo 2000).

Ausencia de políticas específicas de atención para la población migrante, cuyo énfasis ha estado en la medición de los impactos económicos sobre las instituciones y no plantear un abordaje integral de la situación que permita garantizar el cumplimiento y respecto de los derechos de niños, niñas y adolescentes migrantes.
DERECHO A LA SALUD

El abordaje en la atención en Salud en zonas indígenas es débil mientras carece de calidad y de cumplimiento a los servicios básicos. Las evaluaciones sobre el cumplimiento que realiza la CCSS lo demuestra. Las políticas de salud para la población indígena evoluciona lentamente, los servicios que recibe son mínimos, dando como resultado el diagnóstico actual. 

Aún el Estado persiste en la falta de fortalecer los planes en salud reproductiva en los Colegios, no existen programas formales y claros sobre la educación integral de la sexualidad que al mismo tiempo sean actualizados, científicos y laicos dirigidos por los entes competentes. En este sentido además se evidencia que el país no cuenta con registros actualizados de incidencia y prevalencia del VIH y Sida,  lo cual dificulta justificar las acciones y limita la cooperación internacional de la que podría beneficiarse. Dicha situación ha provocado que el país no califique como ente receptor de recursos financieros importantes para la prevención de poblaciones en riesgo, como lo son niños, niñas y en especial los/as adolescentes. 

Con respecto al consumo de sustancias psicoactivas o drogas, si bien se ha concientizado la importancia de una acción integrada y coherente entre las distintas instituciones para abarcar el ya nombrado fenómeno droga, la normativa vigente pareciera no atender la importancia de considerar los diferentes estadios por los cuales una persona pasa desde que entra en contacto con la droga hasta que se convierte en adicta de ella. Asimismo, pese a que se reconoce la respuesta del Estado en la creación del Centro de rehabilitación para personas menores de edad, la capacidad es limitada para 60 personas aproximadamente, por lo que esto aún no responde para cubrir a la población total que requiere tratamiento.

DERECHO A LA INTIMIDAD E INTEGRIDAD

A través de diversos medios de comunicación, tanto escritos como televisivos, se ha violentado el derecho a la imagen de niños, niñas y adolescentes, en los que con el afán de crear mayor sensacionalismo o audiencia, presentan imágenes de personas menores de edad que presuntamente han estado involucrados en algún acto delictivo, o han sido víctimas de algún tipo de violencia o accidente. De igual manera en otros casos no divulgan la identidad directamente de la persona menor de edad afectada, pero brindan otros datos personales como residencia, nombres de los padres, Escuela a la que asiste, entre otros que están relacionados y permiten de igual manera identificar al niño, niña o adolescente involucrado.
Por otro lado, cabe señalar que los niños, niñas y adolescentes, especialmente los que cometen delitos, son marcados socialmente aún más por los medios de comunicación, ya que estos publican su imagen alegando el interés público y la seguridad ciudadana, unido a esto la Sala Constitucional emite una resolución donde establece una nueva forma de manejar la imagen de las personas menores de edad en conflicto con la ley, ante lo cual ésta establece que la imagen es un derecho fundamental pero no absoluto, así mismo, haciendo referencia a una noticia publicada con la imagen de un adolescente, que hay un claro interés público por tratarse de un tema que atañe a la sociedad, es decir, se subordina el interés superior del niño al interés público, permitiendo así la utilización de los medios de comunicación de las imágenes de personas menores de edad en conflictos con la ley.

Por otro lado, se ha visto violentado el derecho a la intimidad,  en cuanto que dentro del Sistema Educativo existe a partir del año 2005, una Directriz Ministerial No. 01-2006, en la cual otorgan a los centros educativos y cuerpos docentes, “autoridad y responsabilidad para dictar y supervisar aquellas disposiciones que estimen pertinentes para alcanzar una sana y armónica convivencia con  sus respectivas poblaciones estudiantiles”.  De esta manera impulsaron la práctica de revisión de bultos a los y las  estudiantes al ingresar a las Instituciones educativas, como una medida que coadyuvaría a la violencia en las escuelas y colegios, aduciendo que lo hacen por seguridad de todos/as. Esta situación genera angustia y molestia entre las personas menores de edad ya que han manifestado disconformidad y en ocasiones les han retirado pertenencias que han considerado las autoridades como perjudiciales o que podrían utilizarse para violentar.  Esta práctica como tal  no disminuye la violencia dentro del sistema educativo y está lejos de responder ante la problemática, la cual debe ser atendida de manera integral y de forma preventiva.
DERECHO A TENER UNA FAMILIA

Con respecto a la Adopción de personas menores de edad, el Comité de los Derechos del Niño planteó como recomendación a lo reseñado en el anterior informe el tomar las medidas efectivas para lograr la aprobación de la reforma a los artículos 109 y 113 del Código de Familia. Asimismo, implementar las recomendaciones que hiciera la Defensoría de los Habitantes en ese sentido. 
A este respecto, podemos citar que las entidades gubernamentales y privadas están realizando esfuerzos por lograr la aprobación de la reforma legislativa. Sin embargo, la agenda del Congreso está dominada por proyectos prioritarios para el gobierno (agenda complementaria del TLC).
El 2009 es un año pre-electoral por lo cual, COSECODENI ve difícil que pueda ser aprobada la reforma aún durante el año. Para completar el tema de políticas públicas desde la perspectiva del enfoque de derechos, falta lograr la aprobación legislativa a la reforma legal de los artículos 109 y 113 de nuestro Código de Familia que pretende que toda persona menor de edad que pueda ser adoptada sea cual fuere la modalidad, deberá ser declarada adoptable por el PANI, se reconoce expresamente que las actuaciones deberán ir guiadas y orientadas por el interés superior de la persona menor de edad. Actualmente, el proyecto de reforma se encuentra en estudio y análisis en la Comisión de Niñez y Adolescencia de la Asamblea Legislativa.

III Parte. Opinión de Niños, Niñas y Adolescentes 

Para obtener la opinión atinente de la población de nuestro interés, se realizaron algunas actividades participativas con  personas menores de edad, provenientes de zonas rurales y de zonas urbanas; teniendo como fin promover la discusión de las principales problemáticas que les atañen,  así como para la recopilar e incorporar sus visiones y perspectivas.
Por lo complejo de algunos de los temas que se incorporan en este informe, se realizan actividades de consulta y opinión, solamente con algunas poblaciones que representan a la diversidad de problemáticas y condiciones de las personas menores de edad para la discusión de los temas. 

Las metodologías utilizadas para la consulta fueron diversas y dependía de la institución no gubernamental que intervenía con los grupos. Algunas de las metodologías utilizadas fueron: talleres participativos, elaboración de peticiones a través de cartas, consultas participativas y grupos focales.

A continuación se presentan algunas de las impresiones que se lograron obtener:   

Las personas menores de edad opinan acerca de la Salud

Para esta temática se desarrollaron actividades con dos grupos focales de niños, niñas y adolescentes. La primera reunión se realizo con personas menores de edad originarios de la etnia Cabécar, de Alta Talamanca y Bribri. El segundo grupo entrevistado se realizó con niñas, niños y adolescentes nicaragüenses que viven en Upala, la Cruz y la Victoria, zona norte del país.

Opiniones de los Niños, Niñas y Adolescentes de la etnia Cabécar, Alta Talamanca y Bribri

Las enfermedades indicadas por el grupo focal y que sufren las niñas, niños y adolescentes de la población indígena, presentan las mismas características de las enfermedades descritas en las estadísticas sobre incidencias por tipo de enfermedades registradas por el Ministerio de Salud, las cuales corresponden a: Diarrea, Paludismo y enfermedades respiratorias.

Asimismo, mencionaron los nacimientos en  hogares, vislumbrando una situación contraria a las políticas establecidas por la Caja Costarricense del Seguro Social, cuando indica que los nacimientos deben darse en el centro de salud.  Esto se agrava más, cuando las estadísticas y los informes de la CCSS, indican la problemática de los nacimientos de madres menores de 19 años, que agravados por la lejanía de los centros de salud por situaciones geográficas, desembocan en un riesgo de muerte para estas madres.

Dicen las personas menores de edad consultadas que los recién nacidos son llevados al hospital de Limón, por dos razones principales, una después de que nacen y la otra por que se enferman de afecciones respiratorias.

A manera de sostener una comunicación respetuosa e inclusiva, durante esta consulta los chicos/as mostraron su cultura a través de su lenguaje escrito y verbal con frases y dibujos alusivos a sus etnias.

Opiniones de los Niños, Niñas y  Adolescentes Migrantes Frontera Norte

Los grupos focales realizados con esta población se atendieron los días 15, 16 y 17 de febrero de 2008, en la Alcaldía de Upala y las localidades de La Victoria y La Cruz.

De la conversación sostenida con niños, niñas, adolescentes y jóvenes inmigrantes nicaragüense  de la zona norte, se desprende que la condición de pobreza, condición de indocumentación migratoria de los padres y de ellos mismos y la poca escolaridad, hacen de esta población, personas vulnerables frente al resto de la comunidad, ante las instituciones que violan sus derechos fundamentales de atención médica y a la no discriminación. 

Un promedio del 60% de esta población tiene escasos conocimientos sobre derechos humanos, mientras que sólo un 40% mostró tener un conocimiento más amplio. La convivencia, sus relaciones sociales, laborales e institucionales les marcan su indefensión y creen que no tienen derechos.

El acceso a la salud es muy restringido y la atención en el acceso a los servicios sociales, no es la más óptima. El constante rechazo y el temor por su condición de indocumentados los mantienen en constante vulnerabilidad.
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En su mayoría no asisten a los centros de salud por que los han atendido por situación de emergencia y se les advierte que para ser atendidos en una segunda vez, deben de presentar documentación de persona legalizada. Ante la advertencia anterior, las madres no llevan a sus hijos o hijas a controles, igual actitud asumen los jóvenes y no asisten a los centros de salud.

En el coloquio los niños, niñas menores de doce años, conversaron sobre sus relaciones con sus compañeras y compañeros de escuela, sus maestros, sus vecinos más cercanos, por medio de sus pinturas mostraron su comunidad y sus hogares. Los y las adolescentes expresaron sus preocupaciones por sus condiciones de indocumentados y los pocos accesos que tienen para su desarrollo personal y social, situación que los lleva a enfrentarse a procesos de exclusión.

Las personas menores de edad opinan acerca de la problemática de Drogas
Para esta temática se contó con la posibilidad de realizar una consulta con adolescentes de zonas indígenas sobre su comunidad y el acceso a drogas, además de exponer su opinión acerca del tema drogas y adolescencia. La actividad fue contemplada por medio de actividades lúdicas, en las cuales ellos y ellas pudieron compartir en el grupo experiencias, además de construir desde sus propias perspectivas lo que significa protección contra las drogas.

Los niños y niñas de esta población  recrearon una historia en sus comunidades acerca del acceso a drogas, para lo cual se recata lo siguiente: 

  “En una comunidad llena de árboles y ríos, vivían familias indígenas junto con algunos animales como gallinas, perros y gatos. En la comunidad había muchos adolescentes que de vez en cuando tomaban cerveza, guaro y chicha principalmente en semana de fiesta. Con el paso del tiempo vino una nueva generación de jóvenes con una mentalidad diferente. Antes los adultos eran quienes más tomaban, los jóvenes casi no consumían alcohol. La nueva generación de jóvenes posee muchos vicios como por ejemplo consume marihuana. Es común ver tanto jóvenes como adultos asistir intoxicados al médico y llenar las salas de los  Ebais. Algunos niños fueron denominados víctimas de padres irresponsables, así fue como se denominó a Juan y a María como víctimas. Con el paso del tiempo llegó un grupo a dar charlas contra las drogas. María y Juana dejaron de consumir drogas, se recuperaron y reconocieron que la vida no es para consumir drogas.”

El propósito de esta actividad era observar como los niños y niñas construían su propia realidad través de un relato. Un elemento interesante es que las y los adolescentes, gracias a una costumbre ancestral, conocen con detalle la elaboración de bebidas como la chicha, de acuerdo con su relato: “se siembra el maíz se muele y se hace chicha”. Esto refleja el fácil acceso que tienen a su consumo, además de comentar en el grupo que es común en sus comunidades ver bebidas alcohólicas, comentando también que no solo los adultos ingieren alcohol, sino los y las jóvenes, presentándose un debate sobre un patrón cultural y la protección contra las drogas de las personas menores de edad. 

De acuerdo con lo que se relató, en varias ocasiones los niños(as) han tenido acceso a drogas y al parecer no saben como reaccionar ante dichas situaciones. A pesar de ellos, el final del cuento muestra que los niños y las niñas perciben las drogas como sustancias nocivas. Ante la pregunta por parte de las facilitadores de ¿a dónde acudir?   Muchos de los y las participantes permanecieron en silencio, reinando un desacierto sobre sus respuestas. No obstante, si bien no saben con claridad a dónde acudir, si comentaron en algunas sugerencias que lo mejor era decirles a las maestras y a sus padres y madres.

Dentro de las recomendaciones que los y las participantes comentaron:

· “ojala que agarren a todos los que venden drogas…”

· “…es muy fácil ver drogas en los barrios, ojala la policía hiciera algo”

· “que los papás le hablen a uno sobre las drogas y lo malo que es.”

Las personas menores de edad opinan acerca de la Educación

Para registrar las opiniones de niños, niñas y adolescentes sobre la calidad de la educación se analizaron las cartas elaboradas por estudiantes de primaria y secundaria en la Campaña Mundial de la Educación para todos, del año 2008
.

Se analizaron un total 98 cartas realizadas por estudiantes de distintos niveles educativos de un liceo de secundaria, de las cuales se obtuvieron en total 158 peticiones, clasificadas en variables con el fin de tabular los resultados. La información contenida en cada variable se describe posteriormente. 

CUADRO No. 1
NECESIDADES EDUCATIVAS   MAYO DEL 2008

	Aspecto
	Cantidad
	Porcentaje

	Infraestructura
	52
	32.9

	Personal académico
	31
	19.6

	Becas
	24
	15.1

	Materiales didácticos
	17
	10.7

	Atención interpersonal
	15
	9.4

	Seguridad
	14
	8.8

	Educación Activa
	5
	3.1

	TOTAL
	158
	100


Fuente: Cartas al gobierno de estudiantes del Liceo Albertazzi

Como puede observarse el problema de infraestructura es la principal preocupación del  estudiantado, casi una tercera parte de las solicitudes hechas por los y las estudiantes están dirigidas a la ampliación de las instalaciones así como al  mejoramiento de las estructuras existentes. En segundo lugar se destacan aspectos referidos al ambiente educativo (docentes, materiales, seguridad), y en tercer lugar las becas.

Los estudiantes opinaron alrededor de las siguientes variables:

Infraestructura. Esta variable incluye peticiones para mejorar principalmente los servicios sanitarios, así como el comedor y las aulas existentes. Los y las estudiantes se quejan de la estructura del lugar, aseguran no existir toma corrientes en ciertas partes de la institución, ni espacio para la recreación. Piden además elevar el número de aulas e incorporar un gimnasio donde apto para recibir las lecciones de Educación Física.

Personal Académico. Los estudiantes solicitan incrementar el número de profesores en la institución unido a una mejor calidad en la enseñanza. Solicitan profesores “que vengan a enseñar y no a llenar un campo”, como bien lo dice uno de los alumnos en su carta.

Becas. Se solicita mayor presupuesto para la educación nacional, mayores oportunidades de becas para jóvenes de bajos recursos dirigidas no solo a la educación de los mismos sino a sus familiares y mayor precisión a la hora de entregarlas.

Materiales Didácticos. Los muchachos aseguran necesitar recursos educativos como libros de texto, calculadoras, bolas de fútbol, baloncesto y demás materiales con los que se puedan realizar actividades didácticas dentro y fuera del salón de clase.

Atención Interpersonal. Se solicita atención psicológica, médica y emocional. Muchos muchachos proclaman igualdad de oportunidades, relacionado a la petición de acabar con la xenofobia dentro del colegio.

Seguridad. Una parte razonable de estudiantes consideran que es urgente seguridad policial sobre todo al culminar un día lectivo. Dicen necesitar protección contra el vandalismo que se vive en su comunidad.  

Educación Activa.  Cinco peticiones fueron dirigidas a una educación mas activa. Es decir, nuevas técnicas a la hora de impartir las lecciones que pasen de lo “normal” a lo activo. De lo pasivo a lo práctico.

Las personas menores de edad opinan acerca los Derechos Civiles y los Derechos Políticos
La consulta realizada a niños y niñas sobre los derechos y libertades civiles así como los derechos políticos pretendía conocer cómo ejercen ellos(as) estos derechos, si tienen las condiciones para hacerlo, y que recomendaciones dan para que estos se puedan ejercer. 

Días antes del día de la consulta se les entregó a los niños y niñas un panfleto con los derechos civiles y políticos para que lo leyeran en su casa. El día de la consulta, la dinámica inició con un juego, donde en forma de círculo se iba pasando una bomba que contenía un papelito con la descripción de alguno de los derechos, cuando paraba la música, la persona que quedó con la bomba la estallaba y leía el papelito y así sucesivamente hasta ver cada uno de los derechos, una vez realizada esta actividad inicial, se procedió a contarles a los niños y niñas  sobre los principales hallazgos encontrados de los derechos en estudio. Seguidamente se trabajó en dos grupos, cada uno trabajó un grupo de derechos diferente al otro, en estos se respondieron una serie de preguntas sobre los derechos, al final se hizo un círculo para comentar sobre lo que se había trabajado en cada grupo.

Dentro de los principales hallazgos cabe señalar el tema de la violencia, este es asociado por los niños y niñas con la drogadicción, además como otra de las causas se resalta los problemas por dinero y deudas. Los niños y niñas indican que la solución a esto es delatarlos a la policía. En este mismo tema hablan de la violencia entre propios compañeros de la escuela.

En el tema de la participación se evidencia una deficiencia de espacios, además de que algunos de los niños ven los procesos electorales estudiantiles como algo aburrido o que no les interesa. En el tema de acceso a la información, es claro que los programas con contenidos violentos o no aptos para niños/as son los más vistos por los niños y niñas y los que en el caso de las novelas, más les llama la atención.  

Por otra parte, la consulta a adolescentes desprende diferentes recomendaciones para que los adolescentes y jóvenes puedan ejercer su derecho a la participación, imagen y además a vivir sin violencia, cabe destacar propuestas como fomentar el liderazgo, la creación de grupos comunitarios donde se generen proyectos apoyados por las empresas y diferentes organizaciones. 

En el caso del derecho a la intimidad e imagen así como a la integridad personal se resalta el papel de los medios de comunicación, a los que se les debería limitar para que no publiquen información e imágenes de niños, niñas, adolescentes en conflicto con la ley ya que esto lo hacen principalmente por lograr más ventas o audiencia.

Con respecto al tema de la violencia se plantea que es necesario trabajar con grupos de pandillas en zonas con problemas sociales para ir disminuyendo la violencia.

Dentro de las recomendaciones recopiladas de las consultas con niños, niñas y adolescentes así como de los comités cantonales se resaltan las siguientes:

Los niños y niñas consultados consideran que una forma para que no se de la violencia es no decir palabras que ofendan a los demás, cuando exista un pleito entre dos personas, hablar con ellos y detenerlos antes que se golpeen.

Los y las Adolescentes enfatizaron en fomentar el liderazgo entre los adolescentes y jóvenes. Que se debe incentivar la promoción de los derechos de los y las jóvenes a través de medios de comunicación, mediante campañas informativas, desarrolladas por y para jóvenes. Además que los medios de comunicación utilicen adecuadamente la imagen de las personas menores de edad, especialmente las que se encuentran en conflicto con la ley.

Por su parte los Miembros de Comités Cantonales consideran que se debe apoyar los grupos de juventud para que la participación se mantenga constante en el país. Las municipalidades deben presupuestar fondos específicamente para proyectos de juventud y los Comités de la Persona Joven. Así mismo resaltan que se debe incentivar a los jóvenes a participar de grupos organizados y que dentro de las papeletas de regidores y síndicos estén los jóvenes encabezando las mismas para que de esta manera se tome ideas nuevas y no conservadoras.
IV Parte. Conclusiones y Recomendaciones Generales 

POLITICAS PÚBLICAS HACIA LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA
Durante el cambio de administración en el 2006 se evidenció una situación que ya venía sucediendo y había sido una preocupación sentida por COSECODENI. Dicha preocupación tiene que ver con quien define la política hacia la niñez y la adolescencia en Costa Rica.
En la mayoría de los países las instituciones públicas responsables en materia de atención y defensa de los derechos de la niñez y adolescencia son quienes por ley se les otorgan la Rectoría en este campo.

Sin embargo, se ha visto que esta gran tarea no viene acompañada de los recursos necesarios para que la institución rectora pase de atender a los niños más desfavorecidos a todos los niños, niñas y adolescentes. 

En Costa Rica el Patronato Nacional de la Infancia es el ente rector en materia de niñez y adolescentes y el que coordina el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia.  
Pese a la rectoría que está establecida por ley y que la Junta Directiva de esta institución acordara desarrollar y aprobar las políticas públicas hacia la niñez y la adolescencia, las cuales fueron posteriormente consensuadas y aprobadas por una instancia interinstitucional e intersectorial que es el  Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia, con la participación de la Sociedad Civil y de las personas menores de edad; hay limitaciones para su puesta en marcha por lo siguiente:
La jerarquización de esa rectoría frente a la de los otros sectores: Las instituciones llamadas a atender y a defender los derechos en muchos casos se encuentran en una posición de  subordinación frente a otras instituciones con rango mayor y a un sector más amplio. Esto limita la rectoría y la coordinación de la puesta en marcha de las políticas públicas así como la posibilidad de iniciar acciones de exigibilidad efectivas y de supervisión del cumplimiento de los derechos.

En Costa Rica se ha tratado de resolver este asunto de la jerarquización a través de un decreto presidencial que le daba a la Presidencia Ejecutiva de la Institución Rectora el rango de Ministra/o sin cartera. Esto lo que hacía es que le permitía relacionarse y exigir a las Instituciones y a los sectores con mayor fuerza y jerarquización y a demás tener un espacio en todas las reuniones semanales del Consejo de Gobierno.  Pero los decretos no son sostenibles y pueden ser derogados y vueltos a aprobar en los cambios de administración según sus prioridades. Lo cual, es el caso de Costa Rica hoy día.

Por otra parte, cada vez que hay cambios en las administraciones, hay cambios en las estructuras de los Entes Rectores, lo que indica que continúan prevaleciendo los interés político – partidista. Estos cambios muchas veces conllevan a reducir recursos técnicos y financieros que hacen a estas instancias ser inoperables.

La prioridad de la niñez y adolescencia en los planes de desarrollo: Con la sola lectura que se de al Plan Nacional de Desarrollo en Costa Rica presentado en el año 2006, se observa que el denominado “sector de niñez y adolescencia” no es prioridad porque desde esta concepción de hacer Política para la niñez es gasto y no inversión. 

Dentro de este Plan, se quiso presentar como acciones de defensa y promoción de derechos de los niños y las niñas, medidas de carácter meramente asistencialistas y cortoplacistas enmarcadas en el Plan de Becas “Avancemos”, la remodelación del 100 % de los CEN CINAI del país y la construcción de otros nuevos centros. Tan sólo son acciones paliativas que no tienen ninguna noción de universalidad. Se atiende o se defiende sólo a los niños, niñas y adolescentes pobres, los demás no son objeto de promoción y protección estatal.

Lo anterior refleja una tensión en la toma de decisiones y en la responsabilidad  sobre la definición de políticas públicas. De igual manera refleja que el proceso de construcción y elaboración de las políticas dirigidas hacia la niñez y adolescencia no cuentan con la participación de los diferentes actores sociales organizados y que sus propuestas y reflexiones y demandas no han sido incorporadas. 
El papel del Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia:
Para Costa Rica y de acuerdo al Código de la Niñez y Adolescencia, el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, debe coordinar las políticas y programas, y conocer, analizar los planes anuales operativos de las instituciones públicas integrantes del Consejo con la finalidad de vigilar que se respete el Interés Superior de las personas menores de edad al confeccionar dichos planes.

Sin embargo, algunos obstáculos dificultan su desarrollo: la poca cohesión y coordinación entre las diferentes instancias que conforma el sistema nacional de protección, las agendas propias de las instituciones, la presencia de otras rectorías en el seno del Consejo que no siempre tiene a la niñez y adolescencia como su única prioridad y que cuentan con políticas y con planes propios y temáticos. También cabe señalar que el liderazgo del Consejo depende además de cómo la institución coordinadora asuma y ejerza la rectoría que se le ha establecido por ley, por lo que puede representar una debilidad para la coordinación del Consejo Nacional y del Sistema Nacional que éste Consejo tiene a su cargo.  

Otra de las preocupaciones sentidas por COSECODENI tiene ver con el tipo de política y abordaje que se requiere: 

En los últimos años, se han generado diversas situaciones que se orientan hacia la definición de Políticas Públicas tanto en el ámbito nacional como en el municipal en temáticas que afectan a la niñez y adolescencia como la educación, maltrato, trabajo infantil, explotación sexual y prevención de desastres, entre otras.

En estos procesos lo que se ha evidenciado es que no existe consenso, ni suficiente información de lo que implica la construcción, definición, aprobación, aplicación, evaluación de una Política Pública.

Cuando en los Códigos de la Niñez y Adolescencia se establece el carácter Público de la Política hacia la población menor de edad se está haciendo énfasis en esos procesos de participación ciudadana desde su diseño hasta su adecuación y por lo tanto no dejando toda la responsabilidad a la discrecionalidad de las autoridades y circunstancias a las instituciones sobre todo de la parte de la administración pública.

Por otra parte, se quiere subrayar la necesidad de que los países cuenten con políticas públicas integrales e integradas dando así a una respuesta más holística, es decir no tantos planes por temáticas sino una Política Pública que responda a todos los niños, niñas y adolescentes.

Durante el período del informe el país no logró contar con políticas públicas dirigidas a la niñez y adolescencia. Varios procesos fueron desarrollados pero existieron grandes dificultades en el proceso.
En cuanto a lo analizado en el Informe Alternativo se puede rescatar:
1) Políticas Universales:  para todos los niños, niñas y adolescentes

De cara a mejorar la Educación en niños, niñas y adolescentes se consideran necesarias medidas concretas para avanzar en el desarrollo de una estrategia participativa de búsqueda de alternativas a la crisis que vive el sistema educativo en el país, implementando medidas como:

· Retomar el Foro de Educación Para Todos y la Convocatoria del Acuerdo Nacional sobre educación,  con amplia participación de la sociedad civil especialmente de los y las estudiantes.  

· Difundir y dar seguimiento a los informes de la Contraloría General de la República y convocar a la sociedad civil y en especial a la comunidad educativa para realizar auditoria ciudadana de la gestión educativa  y del manejo de los recursos financieros.

· Plantear a la Asamblea legislativa la modificación del articulo 2 de la Ley 5662 de Asignaciones Familiares y al MEP modificar el articulo 6 del Reglamento de la Comunidad Estudiantil” para no excluir del beneficio de las becas, ni de los gobiernos estudiantiles la participación de niños, niñas y adolescentes extranjeros vinculados al sistema educativo.

· Realizar un llamado a las Universidades para realizar una revisión crítica de los programas de formación docente y plantearse alternativas de transformación de la misma, contando en el proceso con la comunidad educativa y la Sociedad civil.
Por otra parte, es clara la falta de políticas y programas dirigidos a la protección de los derechos y libertades civiles así como los derechos políticos de los niños, niñas y adolescentes. 

Las políticas señaladas carecen de fuerza para hacerle frente a problemas como el acceso a la información por parte de los niños, niñas y adolescentes, lograr controlar los programas que se transmiten en la televisión, así como las informaciones publicadas por los diarios, ya que ésta se torna violenta, poco educativa y formativa.

2) Políticas Preventivas:  para aquellas personas menores de edad que se encuentran en situación de vulnerabilidad

Se considera necesaria desarrollar una política de concienciación y de educación dirigida hacia adolescentes y población en general sobre el conocimiento de la ley de justicia penal juvenil, que permita la socialización de la misma, así como el aprovechamiento de un mecanismo de prevención de la violencia en escuelas, colegios y comunidades.

Impulsar programas de fortalecimiento de la familia como eje en el desarrollo de las habilidades sociales y lograr prevenir  situaciones de delincuencia de personas menores de edad, desde su entorno más cercano.

Se hace urgente, reactivar las acciones de especialización y capacitación en todas las instituciones encargadas de la administración de la justicia penal juvenil, así como para el personal de adaptación social, con el fin de tener un cumplimiento eficaz de las legislaciones pertinentes en todo el territorio nacional.

Exigir el cumplimiento de un código de ética periodística y la responsabilidad social a todas y todos los medios de comunicación, para que de este modo no se violenten los derechos de las personas menores de edad que se encuentran en conflicto con la ley. Además de promover un trabajo de sensibilización ante la temática a los funcionarios/as de los medios.

3) y las Políticas de Protección Especial: para los que ya se les han violentado los derechos
· Los pueblos indígenas están ubicados en las zonas más segregadas del país, con índices de desarrollo humano muy bajos, y a la vez presentando índices altos de extrema pobreza, vulnerabilidad y dificultades para acceder a los servicios de salud y educación. 
· Los aspectos que complejizan la relación entre las personas migrantes y los sistemas de salud nacionales pueden sintetizarse en el bajo nivel de escolaridad con relación a la población nacional, las condiciones de indocumentación que limitan el acceso de las personas migrantes a los servicios de salud y la misma movilidad de las personas según sus necesidades de trabajo, que limitan el seguimiento y control adecuados.  Además de la insuficiente capacidad del sistema de servicios de salud en localidades de alta inmigración contribuye a la aparición de casos de enfermedades transmisibles, bajas coberturas vacúnales y de control prenatal, así como el incremento de la mortalidad materno-infantil y un mayor número de brotes de malaria y dengue. Esta situación se produce en particular en comunidades fronterizas ubicadas en la zona norte.
· Es necesario ampliar el presupuesto en inversión de Salud de niños, niñas y adolescentes y tomar en cuenta el apoyo económico para  la clínica de cuidados paliativos, ya que recibieron una  reducción de los recursos asignados a dicha institución, limitando  con ello el acceso a  la atención de la población con vida limitada de las zonas de provincia y más alejadas de los centros de atención. 

· Pese a las buenas intenciones y necesidad de desarrollar una infraestructura para esta población y favorecida por la Ley n° 7756 en su artículo 10, de destinar el remanente para la construcción del centro de cuidados paliativos, parece contradictorio cuando exponen que del total de los pacientes, un 75.17% están fuera del sistema de atención. 

· Existe un número significativo de personas  menores de edad con condiciones de vida limitada en zonas retiradas que no son atendidos ni por una Asociación o Fundación de Cuidados Paliativos o por la CCSS,  en ocasiones debido a la lejanía o desconocimiento de su existencia, porque viven muy apartadas de la cabecera de la región o porque el paciente o la madre,  no tienen documentos, esto en caso de los extranjeros en condición indocumentado, o por falta de un familiar que tenga documentación para que a través de ese (a) familiar sean atendidos.

· El carácter estructural de las causas del trabajo  infantil  hace que las soluciones deban necesariamente  derivarse de un abordaje integral que incluya un enfrentamiento directo con la pobreza, los patrones culturales que promueven el trabajo infantil y las deficiencias del sistema educativo; todo dentro de un marco jurídico adecuado que garantice la sostenibilidad  y la legitimidad de las iniciativas tendientes a la eliminación del trabajo infantil y protección del trabajador  adolescente.

· En cuanto a promover y divulgar los derechos de las personas menores de edad se sugiere que se realice la traducción de la Convención de los Derechos del Niño/a en lenguaje Braille para las personas no videntes.

REFORMA DEL ESTADO y MARCO JURIDICO 
Pese a los avances logrados en la década de los 90,  la cual representó un período de armonización de la legislación y acomodo al enfoque basado en los derechos humanos que propone la  Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, se ha visto dificultad para que las leyes se apliquen y que estén acompañadas de los cambios institucionales y culturales que reconozcan a niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos y  que les permita responder a las obligaciones que la ley les establece y a traducir en acciones las políticas públicas.

En ese sentido, las Instituciones Rectoras y Responsables en Materia de Derechos de la Niñez y Adolescencia no han logrado reformar sus estructuras.
Dichas reformas requieren que exista un trabajo institucional especializado, presupuestos asignados adecuadamente para que puedan las instituciones cumplir con sus responsabilidades en la garantía de los derechos humanos a toda la población menor de edad, de sistemas de información y evaluaciones eficientes y sobre todo mejoras de las condiciones de vida de los niños, niñas y adolescentes. 

SISTEMA NACIONAL DE PROTECCION

En el período de estudio del presente informe, se ha evidenciado en estos, una serie de situaciones que obstaculizan su funcionamiento:

· Falta de articulación, y normativa que regule el componente operativo del Sistema Nacional de Protección Integral (En el Nacional, Regional y Local).

· Distanciamiento entre todos los niveles del sistema.

· Falta de información disponible desagregada, de un sistema de información que integre los derechos de las personas menores de edad, a nivel nacional, regional y local; interinstitucional e intersectorial.

· Dotar de los recursos financieros adecuados a las estructurales locales del Sistema

· Débil coordinación interinstitucional e intersectorial para lograr una mayor eficiencia, eficacia, y efectividad de los proyectos y programas sociales.

· Agenda única nacional no es real en muchos países

INVERSION SOCIAL

La inversión social hacia los niños, niñas y adolescentes no es suficiente, no ha aumentado y se centra en los rubros de Educación, Salud y Vivienda. Por tanto no logra atender de manera integral las necesidades de las poblaciones menores de edad ni garantizar sus derechos humanos.
SISTEMA NACIONAL DE INFORMACION
Durante el periodo en cuestión han habido avances significativos con relación a la creación de un sistema nacional de información e indicadores de niños, niñas y adolescentes. Este esfuerzo ha sido principalmente impulsado, en primera instancia, por COSECODENI, y posteriormente por el sector académico contando con el interés de las Instituciones gubernamentales en el proceso de la creación, sin embargo estos últimos no han asumido el SIEDNA bajo su responsabilidad.

Es a partir del momento en que casi se concreta el proyecto del SIEDNA, que el Patronato Nacional de la Infancia ha tenido interés en involucrarse. A partir de talleres con los diversos sectores se creó una base con varios indicadores, principalmente en el tema de la salud y la educación en personas menores de edad, sin embargo dejando descubiertas áreas importantes, como el trabajo infantil, la de participación de niños, niñas y adolescentes, el VIH y Sida, entre otros. Esto hace que entonces por ahora, se podría estar acensando a datos que anteriormente se encontraban de manera dispersa en las diferentes instituciones del Estado, pero que seguimos con los grandes vacíos de información en las áreas mencionadas anteriormente. 

Se considera importante que el sistema nacional de información cuente con la participación de diversos sectores, además del gobierno y sector académico, el de la sociedad civil, con el fin de que este valioso mecanismo logre dar insumos y tener un panorama más completo del estado de la situación de la Niñez y Adolescencia en Costa Rica, y así mismo   evitar que el sistema nacional de indicadores se convierta en la mera recolección de datos de un sector en particular. 

VIOLACION DE DERECHOS HUMANOS

· DERECHO A LA INTEGRIDAD E INTIMIDAD
Se evidencia constantemente la violación al derecho de la imagen por parte de algunos medios de comunicación tanto escrita como televisiva, tal es el caso del periódico La Prensa Libre que en dos de sus ediciones (22 y 23 de marzo 2007) publica el nombre y la fotografía de una persona menor de edad que presuntamente había participado en un hecho delictivo donde murieron dos personas. Ante este hecho se presenta la respectiva denuncia por parte de una ONG ante el Patronato Nacional de la Infancia, esta instancia ordena al periódico y a la Sociedad Periodística Extra Limitada (a la cual pertenece este periódico), que en adelante y en general se abstengan de publicar en cualquiera de sus medios de comunicación, notas en las que identifiquen ya sea por nombre o fotografía o por cualquier otro dato personal, que permita identificar una persona menor de edad o víctima de un hecho delictivo, salvo autorización judicial fundada en razones de seguridad pública.   
· DERECHO A VIVIR SIN VIOLENCIA

Tal y como se ha mencionado, el uso del castigo físico como forma de educación y disciplina para muchos niños, niñas y adolescentes en Costa Rica sigue siendo muy común entre la población. Y por ser una práctica socialmente aceptada y ocurrida por lo general en el ámbito privado familiar, es poco medida estadísticamente por no representar para la opinión pública una verdadera problemática social que viola los derechos de las personas menores de edad.

· DERECHO A LA RECREACION, JUEGO Y CULTURA

Los derechos a la recreación, el juego, la cultura y el arte son considerados fundamentales para el adecuado desarrollo integral de las personas menores de edad. Sin embargo, a lo largo de los años este derecho no ha tenido el peso suficiente para esta población, pues gran parte de los recursos y acciones destinadas a la niñez y la adolescencia se dirigen a trabajar sobre otras problemáticas consideradas más urgentes, dejando de lado en múltiples ocasiones, la necesidad de brindarles espacios recreativos y culturales suficientes como mecanismo de prevención de tales problemáticas que les vulnerabiliza. Lo cual también se refleja en la débil integración del deporte y la recreación en otras áreas de la vida social
.
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